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EL CONSENTIMIENTO INFORMADO COMO EXIMENTE DE 
RESPONSABILIDAD MÉDICA EN COLOMBIA A PARTIR DE 2014 
 





El presente artículo desarrolla la aplicación del consentimiento informado 
como eximente de responsabilidad médica en Colombia a partir de 2014, 
para lo cual se hace énfasis en los lineamientos generales del 
consentimiento informado en la actividad médica, los deberes y derechos 
principales del consentimiento informado en la relación médico-paciente, 
para así finalmente analizar la línea jurisprudencial de la Corte Suprema de 
Justicia, como resultado de una investigación jurídica de enfoque cualitativo. 
El artículo indaga el grado de responsabilidad atribuible al equipo médico por 
falta del deber de información y la tipología de riesgos suministrados en el 
consentimiento informado, demostrando así que en Colombia el CI exime de 
responsabilidad médica cuando se trate de riesgos inherentes al acto 
médico, los cuales no son reparables, salvo que se configuren dentro de 
alguna modalidad de culpa. 
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This article develops the application of informed consent as exempt from 
medical responsibility in Colombia from 2014, for this it becomes important in 
the general guidelines of informed consent in medical activity, the main duties 
and rights of informed consent in the medical relationship-Patient, in order to 
finally analyze the jurisprudential line of the Supreme Court of Justice, the 
above is the result of a critical investigation of a qualitative approach. The 
article investigates the degree of responsibility attributable to the medical 
team for lack of information duty and the type of risks provided in the informed 
consent, thus demonstrating that in Colombia the IC exempts medical liability 
when it comes to risks inherent to the medical act, the which are not 
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El consentimiento informado (CI) en Colombia no está regulado 
específicamente, por ello no son claras las formalidades para otorgarlo por 
las instituciones prestadoras de salud, sin embargo jurisprudencialmente se 
ha considerado su doble connotación: el derecho fundamental del paciente 
a la autonomía de su voluntad, y el deber exigible al profesional de 
información, derecho fundamental que en caso de ser vulnerado genera 
indemnización.  
 
Se ha reiterado la obligación del equipo médico de disponer de todos sus 




información, interpretada como aquella garantía de recibir la información 
necesaria para que el consentimiento del paciente respecto del tratamiento 
sea suficientemente informada y le permita elementos de juicio para decidir 
si lo recibe, y conocer los eventuales riesgos que conlleva (CONSEJO DE 
ESTADO, 2016).  
 
En efecto, el consentimiento informado deber ser un instrumento de 
ilustración continua mediante el cual el dador de salud proporciona la 
información necesaria, completa y clara al paciente sobre todos aquellos 
diagnósticos, procedimientos y tratamientos a los cuales se va a someter. No 
obstante, sería un error afirmar que la sola firma del paciente o la utilización 
de formatos genéricos es una muestra de su conocimiento a la diversidad de 
riesgos. La esencia de este modelo contractual es un proceso hermenéutico, 
un ejercicio de templanza que debería agotarse con la validación de la 
autonomía del paciente, hecho necesario para legitimar el acto clínico 
(MENDOZA, J. & HERRERA, L., 2017).  
 
Ciertamente la práctica médica se encuentra sometida a los principios de 
beneficencia, ayudar de manera positiva al bienestar del paciente, por ello no 
son válidas y no producirán efecto alguno las cláusulas exonerativas 
contenidas en estipulaciones contractuales, cuyo objeto sea limitar las 
responsabilidad en la actividad impuesta por la lex artis.  
 
Por consiguiente, cuando estas disposiciones comprometan la integridad 
personal el consentimiento informado o la práctica médica se configura 
responsabilidad en el profesional de la salud, siempre que haya existido 
lesión y consecuentemente se demuestre su negligencia, llevando a concluir 
el carácter antijurídico y por ello indemnizatorio de todos aquellos perjuicios 
extrínsecos ocasionados al usuario. Sin embargo, ante la ausencia de daño, 





Cuando el médico omite la información que le debe al paciente, o 
cuando la proporciona en forma incompleta, el tratamiento o los 
cuidados suministrados y el paciente se cura podría pensarse que 
el médico no debe ser condenado a pagar ninguna indemnización, 
puesto que, siendo el resultado final benéfico para el paciente, 
faltaría el elemento daño, sin el cual no puede haber responsabilidad 
civil (Navia,2006). 
 
Por el anterior motivo será necesario clasificar la tipología de riesgos en 
propios o extras, toda vez que cuando se produce un daño debido a riesgos 
que el paciente desconoce, producto de la acción u omisión del médico, 
existirá la obligación de resarcir todos aquellos perjuicios causados, 
exceptuando que se trate de riesgos inherentes en los cuales el profesional 
actué con la diligencia necesaria. 
 
Así las cosas, la presente investigación tiene por objeto analizar cuál ha sido 
la aplicación del consentimiento informado como eximente de 
responsabilidad médica en Colombia a partir de 2014, conforme a las 
sentencias de la Corte Suprema de Justicia en cuanto a la responsabilidad 
que se le puede atribuir al equipo médico por una incorrecta elaboración, o 
por falta de suministro de la información al paciente de acuerdo con los 
lineamientos generales que el consentimiento informado debe cumplir, como 
indica la Carta de Derechos y Deberes de los afiliados y pacientes del 
sistema general de seguridad social, donde todo paciente tiene derecho a 
ejercer, sin restricción, una comunicación plena y clara con el personal de la 
salud que le permita obtener toda la información necesaria respecto a la 
enfermedad que padece, así como de los tratamientos y riesgos que 







1.1. OBJETIVO GENERAL 
 
Identificar los lineamientos generales del consentimiento informado en la 
actividad médica. 
 
4.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
 
a) Identificar los lineamientos generales del consentimiento informado en 
la actividad médica. 
 
b) Caracterizar los deberes y derechos principales del consentimiento 
informado en la relación médico-paciente. 
 
c) Analizar la línea jurisprudencial del consentimiento informado a partir 
del 2014 en el acto médico. 
 
2. ALCANCE DE LA INVESTIGACIÓN 
 
El alcance de la presente investigación es determinar primero en qué caso 
el consentimiento informado exime de responsabilidad médica, y segundo la 
obligación de resarcir los daños ocasionados por la falta al deber de 
información, razón por la que es esencial ubicar la relación obligatoria 
médico-paciente, e identificar el contenido y alcance del contrato de 
prestación de servicios médicos, ya que este va a indicar los deberes 
jurídicos que debe asumir el médico, y a su vez el comportamiento de la 
carga de la prueba para configurar su responsabilidad, advirtiendo si se trata 
de falla en el servicio por la omisión del deber de información del profesional 
de la salud. 
 





Se empleará un enfoque cualitativo, toda vez que se analizará las sentencias 
tomadas como muestra, centrándose en el núcleo esencial del 
consentimiento informado en cuanto a la autonomía del paciente y la 
responsabilidad atribuida al profesional médico por vulnerar el derecho a la 
Información. Para poder limitar el número de sentencias es necesario 
analizar solo aquellas decisiones significativas en materia de responsabilidad 
médica en cuanto al consentimiento informado, con la finalidad de confrontar 
la tipología de fallos con la hipótesis planteada en la presente investigación. 
 
El tipo de investigación es jurídica, puesto que se pretende establecer si el 
consentimiento informado implementado por las Instituciones prestadoras 
del servicio de salud ha cumplido con los mínimos legales exigidos, y así 
determinar si este instrumento exime de responsabilidad cuando el daño sea 
producto de riesgos propios o naturales de la intervención médica ofrecida, 
al no estar precedido por una conducta culposa del profesional.  
 
La evaluación versa sobre las decisiones de la Corte Suprema de Justicia y 
Consejo de Estado, como máximos órganos de cierre, en el periodo 
comprendido entre los años 2014 a 2018, ya que el tema bajo estudio ha 
sido desarrollado en nuestro ordenamiento jurídico por vía jurisprudencial, lo 
cual es fundamental para estructurar las principales características del 
consentimiento informado y su efectividad para eximir de responsabilidad 
médica. 
 
En el ámbito de la responsabilidad médica el consentimiento informado ha 
sido objeto de creciente evolución 
 
3. MARCOS DE REFERENCIA 
 





En el ámbito de la responsabilidad médica el consentimiento informado ha 
sido objeto de creciente evolución en cuanto a su estudio, por lo que los 
Estados democráticos y la mayoría de la doctrina le han otorgado su carácter 
de derecho consolidado en cuanto a la autodeterminación del paciente. Por 
ejemplo, el doctrinante argentino HORACIO MIRO (2014) plantea que 
reiteradamente en el ejercicio profesional se presentan situaciones comunes, 
que pueden ser fuente generadora de responsabilidad médica. 
 
Explica además que el consentimiento informado es un acto voluntario, en el 
cual el paciente, tras una explicación de los procedimientos médicos a los 
cuales se puede someter, decide de forma voluntaria ejecutarlos, por ello 
será más extensa la carga del dador de la salud según el riesgo que conlleve 
su intervención profesional (MIRO, 2014). 
 
Es de suma importancia el análisis que hace sobre la fuente generadora de 
este instrumento, afirmando que el consentimiento informado no es una 
relación contractual entre médico-paciente, sino un derecho personalísimo 
del receptor. Finalmente, hace énfasis en la carga de la prueba señalando 
que la mayoría de los ordenamientos jurídicos de América Latina no cuenta 
con una norma positiva general que la justifique, por lo cual no se puede 
determinar que el médico es quien está en mejor condición de probar que 
cumplió con su deber de informar para eximirse de responsabilidad médica 
(MIRO, 2014). 
 
Por otro lado, en cuanto a los elementos de la responsabilidad civil médica 
el doctrinante español JUAN GUILLERMO ARON LOPEZ 2019) hace énfasis en el 
nexo causal, y establece que en cada caso se debe valorar el incumplimiento 
del deber de informar del médico o su equipo asistencial, para así poder 
configurar la relación de causalidad entre los daños del paciente y la omisión 
generada, para lo cual analiza dos líneas jurisprudenciales: la primera de ella 




ocasionados a la víctima por su omisión, y la segunda modera la 
responsabilidad médica mediante la noción jurídica de pérdida de 
oportunidad, disminuyendo así la indemnización de acuerdo con la 
probabilidad en la cual el paciente, al ser debidamente informado, se hubiera 
negado a la intervención del profesional.  
 
En efecto, para el autor el consentimiento informado tiene como finalidad 
garantizar el derecho de autodeterminación del sujeto receptor, por lo cual 
una información incompleta lesiona la autonomía del paciente, 
configurándose de esta forma un daño autónomo y moral distinto de los 
perjuicios corporales producto del procedimiento (LÓPEZ, 2017).  
 
3.2. ESTADO DEL ARTE 
 
Es importante destacar dos investigaciones de gran aporte al objeto de 
estudio. En primer lugar, en el 2011 el análisis sobre el alcance del 
consentimiento informado en Colombia como eximente de responsabilidad, 
para lo cual se tomó como punto de partida la ineficacia de los formatos 
generales utilizados por las instituciones prestadoras del servicio de salud a 
través de un análisis de las sentencias de la Corte Suprema de Justicia 
durante el 2004 y 2011. Se determinó que se debe evaluar el cumplimiento 
de la obligación de informar al paciente los riesgos concretos y específicos 
de cada tratamiento, pese a que el resultado del procedimiento médico se 
haya ejecutado satisfactoriamente. 
 
Concluyen que la obligación entre el paciente y el médico es de resultados, 
por lo que este instrumento presta mérito ejecutivo, y el no lleno de los 
requisitos formales genera responsabilidad médica contractual, salvo que se 
demuestre causa extraña por la institución prestadora del servicio de salud 





Posteriormente, en el año 2014 se estudió el alcance del consentimiento 
informado para limitar la responsabilidad civil del médico, analizando que en 
nuestro país la regulación sobre la institución del consentimiento informado 
ha sido muy limitante, por lo cual los avances que se obtuvieron han sido 
jurisprudenciales gracias al estudio de los principios de la beneficencia y 
autonomía de la lex artis; asimismo la necesidad de diferir la representación 
en el CI en todos aquellos casos de pacientes incapaces, otorgándolo sus 
familiares. Es importante resaltar la necesidad de informar los riesgos de la 
no intervención para que el paciente pueda de esta forma ponderar los 
riesgos y beneficios de su decisión, de manera que la función del médico de 
establecer las fronteras o caminos explicándole al paciente cada una de las 
etapas del acto o procedimiento aconsejado, situación en la cual no podría 
imputarse responsabilidad, ya que el médico podrá excepcionar que cumplió 
con su deber legar de dar un consentimiento informado completo y dispuso 
todo de sí para que obtener un buen resultado (CARBONELL, 2014).  
 
3.3. MARCO JURÍDICO 
 
Para dar solución a la unidad de análisis de esta investigación se tomó como 
muestra fallos que versan del periodo 2014-2018, sentencias proferidas por 
la Corte Suprema de Justicia, cuya distribución permitió su clasificación 60% 
en sede de casación las siguientes: SC 2449 de 2014, SC 250 de 2016, SC 
6359 de 2017, SC 7110 de 2017, SC 4382 de 2018, SC 5641 de 2018, SC 
669 de 2019, SC 2209 de 2019, SC 2804 de 2019, y 40% acciones en sede 
de tutela: ST 9428 de 2014, 13461 de 2014, ST 9855 de 2015, ST 12728 de 
2015, ST 1232 de 2016, ST 5121 de 2018. 
 
4. ESTADO DEL ARTE 
 
Para empezar, es necesario desarrollar el fundamento histórico legal del CI, 




sus raíces hasta el nacimiento del Estado norteamericano, por tanto es un 
proceso de más de dos siglos de evolución (SORIA, 2006). 
 
En 1957 se conceptualizó por primera vez este concepto dentro de la esfera 
jurídica. En el caso Salgo vs. Stanford la Corte americana condenó a Martin 
Salgo por negligencia al vulnerar su deber médico de revelar todo lo que 
conllevaba una arteriografía translumbar, en el cual el paciente sufrió como 
resultado del acto médico una parálisis permanente. Señaló que no cumplió 
con un consentimiento inteligente al omitir información al paciente sobre 
todos los hechos que implicaba el procedimiento, momento desde el cual se 
empezó a proyectar el Consentimiento Informado como un derecho del 
paciente dentro de la ética médica. 
 
Posteriormente, la Declaración de Helsinki (1964) desarrolló este concepto 
como un acto voluntario de la persona, dentro del contexto de la participación 
en los protocolos de investigación, estableciendo primero que cada uno de 
los participantes debe recibir el consentimiento informado de forma particular 
según sus necesidades específicas; segundo, el médico podrá recepcionar 
su decisión voluntaria una vez entendido su alcance por el paciente, y 
tercero, se realizará de forma escrita para lograr así ser documentado, por lo 
cual la negativa del paciente a participar, o su decisión de retirarse, nunca 
debe afectar de manera adversa la relación médico-paciente. 
 
En 1973, en la Carta de Derechos de los Pacientes, la Asociación de Clínicas 
de Norteamérica incorpora el alcance del derecho de información del 
paciente sobre su enfermedad para toda intervención médica. En 1974 a la 
Comisión Nacional para la Protección de los Sujetos Humanos de la 
Biomedicina y la Investigación de la Conducta se le encomendó realizar un 
informe, el cual desarrolló los principios éticos y las directrices para la 





El Informe Belmont de 1979, plantea:  
  
El respeto a las personas exige que los sujetos, en la medida de su 
capacidad, tengan la oportunidad de elegir el tratamiento que 
quieren recibir. En este sentido, para el ejercicio del “informed 
consent” se requieren tres elementos: información, comprensión y 
voluntariedad (SORIA, 2006, p. 247).  
 
Finalmente, desde 1976 la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa 
ha reconocido el consentimiento informado como un instrumento para 
garantizar el derecho fundamental a la integridad personal del paciente. 
 
Dentro de nuestro ordenamiento jurídico colombiano el Consentimiento 
Informado tiene por objetivo principal proteger la autonomía de la voluntad 
del paciente en la relación médica. La Constitución de 1991 (arts. 16 y 20) 
consagra como fundamentales el derecho a recibir información, y a la 
autonomía personal, respectivamente.  
 
La Corte Constitucional (2018) señala que el Consentimiento Informado es 
un principio autónomo que permite la formalización de la libertad individual, 
el libre desarrollo a la personalidad y el pluralismo, así como la protección 
del derecho a la salud y a la integridad personal. Hace énfasis en que toda 
actuación que imposibilite al individuo decidir sobre su propio cuerpo 
respecto de la viabilidad de practicarse o no una intervención clínica de 
cualquier índole constituye, en principio, una instrumentalización contraria a 
la dignidad humana. 
 
Dentro del ámbito legal, en la prestación del servicio a la salud, el artículo 15 
de la Ley 23 (Código de Ética Médica) hace alusión al consentimiento del 





El médico no expondrá a su paciente a riesgos injustificados. Pedirá 
su consentimiento para aplicar los tratamientos médicos y 
quirúrgicos que considere indispensables y que puedan afectarlo 
física y síquicamente, salvo en los casos en que ello no fuere 
posible, y le explicará al paciente o a sus responsables de tales 
consecuencias anticipadamente (CONGRESO DE LA REPÚBLICA, 
1981). 
 
De igual forma, la Carta de Derechos y Deberes de los Afiliados y de los 
Pacientes del SGSSS reguló el derecho del paciente a recibir información 
del médico y del equipo asistencial, sin distinción alguna y de acuerdo con 
su condición psicológica y cultural, información completa respecto a su 
enfermedad, procedimiento, tratamiento, así como los riesgos que pueden 
generar los mismos. La Resolución 2003 (MINISTERIO DE PROTECCIÓN SOCIAL 
Y SALUD, 2014) exigió que en la práctica de actos médicos a incapaces la 
voluntad debe ser manifestada por el familiar o representante legal del 
paciente. 
 
Conforme a lo expuesto, no existe regulación específica de las formalidades 
para otorgar el Consentimiento Informado, sin embargo la Resolución 4343 
de 2012 reafirma su doble carácter: en primer lugar, una obligación para el 
médico y un derecho del paciente, y en segundo lugar la exigencia de una 
constancia expresa de aceptación o rechazo por parte del paciente. 
 
5. CARACTERIZAR LOS DEBERES Y DERECHOS PRINCIPALES DEL 
CONSENTIMIENTO INFORMADO EN LA RELACIÓN MÉDICO- 
PACIENTE 
 
Es necesario, para entender las obligaciones emanadas en la relación 
médico-paciente, analizar los modelos de información aplicados entre las 




al ser el sujeto con la información; posteriormente se trasformó y se 
implementó el “proceso informativo” en el cual el médico transmite la 
información y el paciente decide libremente. Finalmente, desde 2017, se 
encuentra en transición la “toma compartida de decisión”, modelo propuesto 
por ELWYN (2017), investigador de The Darmouth Institute, quien plantea 
que:  
 
Las decisiones compartidas son una manera de actuar en la que los 
médicos y los pacientes toman decisiones conjuntamente, haciendo 
uso de la mejor evidencia disponible sobre las probabilidades de 
beneficios y efectos adversos de cada opción, contando con que los 
pacientes reciben el apoyo necesario para obtener información 
contrastada sobre sus preferencias (Elwyn,2017). 
 
Es decir, en el consentimiento informado el médico cumple su deber de 
información aclarando de forma extensa todos los riesgos y tratamientos, lo 
que permite al paciente entender las medidas tanto alternativas como 
secundarias, e incluso aceptar tratamientos posoperatorios agresivos.  
 
De otro lado, es importante hacer énfasis en dos principios de la ética médica 
para entender la relación médico-paciente: el primero es el de la 
beneficencia, en el cual el médico ejerce una relación vertical al ser la 
autoridad y poseer la información sobre su ciencia, por ello su obligación de 
contribuir de manera positiva al bienestar del paciente, y en segundo lugar el 
principio de la autonomía, en el cual se desarrolla una relación horizontal, se 
presume que el paciente es capaz de tomar decisiones sobre la información 
dada por el médico, por ello exterioriza su voluntad con libertad, 
discernimiento e intención. 
 
En cuanto a los derechos y deberes emanados del consentimiento Informado 




profesional tratante, bajo el principio de beneficencia de informar sobre el 
estado de salud, necesidad y sustento del tratamiento, terapia, cuidados, 
riesgos, secuelas, consecuencias, procedimientos alternativos y costos, 
aconsejando así lo más beneficioso para el paciente, evitando afligirlo o 
exponerlo a riesgos innecesarios, y solo podrá ejecutarse procedimientos 
quirúrgicos distintos si es para salvar la vida. 
 
Es necesario establecer en desarrollo de este deber legal las características 
de la información suministrada por el médico, al ser el sujeto capacitado en 
la ciencia de la Medicina que deberá brindar una información clara, 
comprensible, cierta, objetiva, imparcial, completa y apropiada al paciente 
carente de la misma.  
 
Asimismo, el médico en cumplimiento de su obligación deberá tener en 
cuenta la capacidad y autonomía del paciente. Se aplica el consentimiento 
informado sustituto en pacientes incapaces, el médico no intervendrá 
quirúrgicamente a menores de edad, a personas en estado de inconsciencia 
o mentalmente incapaces sin la previa autorización de sus padres, tutores o 
allegados, a menos que la urgencia del caso exija una intervención 
inmediata. (Ley 23 de 1981, art. 14). 
 
En el caso de los púberes no podrá acudirse al consentimiento diferido por 
contener derechos inherentes al ser humano, tales como la identidad, 
autonomía y libre desarrollo de la personalidad, y será el paciente quien 
podrá autorizar o no los procedimientos. Solo podrá aplicarse el 
consentimiento diferido en casos de urgencia donde deba ser intervenido 
inmediatamente. 
 
Sin embargo, en aquellos pacientes capaces que tomen decisiones 
distorsionadas rechazando un tratamiento necesario, o frente a un cambio 




por el profesional de la salud; del mismo modo se precederá cuando se trate 
de pacientes inconscientes: se deberá informar a su familia y en caso de 
ausencia el Estado asumirá el rol de garante. 
 
En definitiva, es deber del profesional informar, explicar, recepcionar y 
respetar la voluntad jurídica del paciente manifestada en una aceptación o 
rechazo del tratamiento. En cuanto al derecho de información del paciente, 
el Manual de Ética del Colegio de Médicos Americanos de 1984 señala que 
el consentimiento informado:  
 
Consiste en la explicación, a un paciente atento y mentalmente 
competente, de la naturaleza de su enfermedad, así como del 
balance entre los efectos de esta y los riesgos y beneficios de los 
procedimientos terapéuticos recomendados, para a continuación 
solicitarle su aprobación para ser sometido a esos procedimientos. 
La presentación de la información al paciente debe ser comprensible 
y no sesgada; el médico no debe sacar partido de su potencial 
dominancia psicológica sobre el paciente (SIMÓN, P. & CONCHEIRO 
L., 1993, p. 162). 
 
Dentro de la bioética médica el paciente es una persona capaz de auto 
determinarse y competente para tomar aquellas decisiones en cuanto a su 
cuerpo, por ello tiene derecho a recibir de forma directa la información de 
toda la actuación asistencial, a exteriorizar su voluntad y al respeto de su 
decisión sobre si asume o no aquellos riesgos inherentes al acto médico. 
Bajo el principio de la autonomía, el cual prevalece en el consentimiento 
informado, el paciente debe entender y conocer el procedimiento médico, 
tener intención de realizar el acto y decidir con libertad, eligiendo sin 





El paciente emite su voluntad jurídica de forma directa e instrumentaliza su 
decisión a través del consentimiento informado, y tiene derecho a aceptar, 
disentir o revocarlo antes de iniciar el proceso asistencial. Así mismo, a 
retrasar su tratamiento o solicitar una segunda consulta. Excepcionalmente 
no recibirá información cuando renuncie a su derecho, en tratamientos 
exigidos por ley, si se encuentra en un estado mental alterado y estén 
ausentes sus parientes, en casos de emergencia o si se configura el 
privilegio terapéutico. 
 
6. ANÁLISIS DE LA LÍNEA JURISPRUDENCIAL DEL 
CONSENTIMIENTO INFORMADO A PARTIR DE 2014 EN EL ACTO 
MÉDICO  
 
Para analizar la jurisprudencia del consentimiento informado en el acto 
médico se tomó como muestra fallos que versan del periodo 2014-2018, 
sentencias proferidas por la Corte Suprema de Justicia, cuya distribución 
permitió su clasificación: 60% en sede de casación, y 40% acciones en sede 
de tutela. 
 
Las sentencias proferidas sobre el objeto de estudio de esta investigación 
dieron lugar a demandas de responsabilidad civil médica contractual y 
extracontractual, y 15 sentencias consolidaron la muestra definitiva. 
Posteriormente se realizó su sistematización a través de fichas técnicas, para 
finalmente proceder a su análisis; la muestra consolidada es representativa 
para poder responder a la hipótesis y problema de investigación planteada a 
lo largo de este artículo.  
 
Frente al análisis jurisprudencial se encontraron los siguientes resultados: al 
comparar los fallos absolutorios en primera y segunda instancia el 70% de la 
muestra respectiva no configura responsabilidad civil médica por las 




producto de riesgos imprevistos, o inexistencia de nexo de causalidad entre 
el daño y la ausencia de información. 
 
En cuanto el 30% restante de los fallos se vulneró el derecho a la información 
de un CI claro, expreso, completo y suficiente, sin embargo lo declararon 
cumplido o lo inferían de otro tipo de autorizaciones médicas, lo cual 
evidencia la deficiencia de la defensa en el aporte de material probatorio, en 
los que los recurrentes no lograron acreditar el error fáctico y en ambas 
instancias eximieron de responsabilidad a las entidades prestadoras de 
salud. 
 
Respecto a las sentencias analizadas, se observó como sustento legal del 
CI la Ley 23 de 1981 (de Ética Médica), el Decreto 3380 de 1981 y la 
Resolución 13437 de1991. En cuanto a las acciones de tutela se encuentran 
como factores comunes la solicitud de los recurrentes en el amparo de sus 
derechos fundamentales al debido proceso, al derecho de defensa y al libre 
acceso a la administración de justicia, y como resultado se obtuvo un 60% 
negativas y el 40% confirmatorias del fallo impugnado. 
 
En cuanto a tipología de riesgos, en el 26% de los fallos analizados no se 
configura responsabilidad civil médica por inexistencia de nexo causal entre 
el daño y la ausencia de información cuando la lesión sea producto de un 
riesgo inherente a la cirugía o tratamiento, puesto que los actores se 
encontraban plenamente informados por el médico tratante sobre todos 
aquellos riesgos y consecuencias inherentes al procedimiento que se les 
realizaría, lo que permite concluir que ese consentimiento informado libera al 
galeno de la responsabilidad por el acaecimiento de alguno de tales riesgos, 
si no hay culpa de su parte (CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, 2019). 
 
De igual forma, los riesgos imprevistos e inciertos eximen de responsabilidad 




circunstancias que según el carácter de la intervención son casi imposibles 
de suceder, toda vez que son producto del azar. En estos casos el 
consentimiento informado se declara suficiente y exime de responsabilidad, 
como se señala, al no estar previsto el riesgo lógicamente menos habría de 
ser informado (CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, 2016). 
 
En lo relativo a modelos genéricos se enfatizó en la importancia de dar un CI 
completo; se encontró solamente una providencia en la cual la utilización de 
formatos genéricos conlleva la culpa del médico tratante, al no suministrar 
de manera específica las advertencias, consecuencias desfavorables o 
riesgos inherentes a la cirugía. Por esta razón el consentimiento informado 
es un principio autónomo, entonces ha de ser optimizado en la mayor medida 
de lo posible conforme a las posibilidades fácticas y jurídicas que rodeen el 
caso  (CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, 2017). 
 
Respecto al CI asistido, en una de las providencias analizadas la Corte 
Suprema declaró cumplido el CI del mayor de 14 años que tuvo conocimiento 
de todos los riesgos inherentes a la cirugía estética a la cual se sometió, de 
igual forma valoró la intervención activa de su madre durante todo el 
procedimiento médico, por ello reiteró que en el acto médico donde 
intervenga un púber se le reconoce su derecho de auto determinarse, la 
facultad de recibir directamente la información y otorgar su consentimiento 
debidamente, y en cuanto a sus padres se garantiza su participación y 
acompañamiento sin que conlleve afectar la autonomía de sus hijos. 
 
Se puede concluir que solo el 14% de los fallos analizados son 
condenatorios. Reitera la Corte Suprema de Justicia que existe 
responsabilidad civil médica con fundamento en la ausencia del 
consentimiento informado solo en aquellos casos en que el médico tratante, 
o las instituciones prestadoras del servicio de salud, no cumplan con el 




riesgos ciertos a los cuales se expone con el procedimiento quirúrgico. Tal 
grave omisión confirma la ausencia de la debida diligencia y cuidado 
exigibles a la entidad demandada como responsable de la prestación de un 
adecuado, oportuno, seguro y continuo servicio de salud (CORTE SUPREMA 




El consentimiento informado como deber y derecho del paciente tiene su 
origen y desarrollo en el sistema jurídico americano. En la década de los 50 
se conceptualizó por primera vez y se le otorgó alcance jurídico. En Colombia 
el Código de Ética Médica (1981) hace alusión de este instrumento por 
primera vez señalando el deber del médico de suministrar información en 
aquellos procedimientos en los cuales se pueda afectar la integridad física o 
psíquica del paciente.  
 
Para entender el alcance del consentimiento informado es necesario 
establecer el desarrollo de los modelos de información en la relación médico-
paciente, que en principio fue paternalista, donde el profesional al ser el 
conocedor de su ciencia tomaba las decisiones acorde a la lex artix; 
posteriormente se introduce el modelo informativo, en el cual se deja a 
disposición del paciente la información para que decida libremente, y 
finalmente el modelo deliberativo, en el que los dos sujetos se encuentran en 
una relación horizontal para lograr una toma compartida de decisión, el 
médico dirige y pone en conocimiento del paciente todas las ventajas, 
riesgos, secuelas, tratamientos alternativos y urgencia del procedimiento o 
intervención sugerida, optimizando de esta forma un consentimiento 
informado inteligente. 
 
Así las cosas, para dar respuesta a la pregunta de investigación formulada, 




eximente de responsabilidad médica en Colombia a partir de 2014, conforme 
a las sentencias de la Corte Suprema de Justicia en cuanto a la 
responsabilidad que se le puede atribuir al equipo médico por una incorrecta 
elaboración o por falta de suministro de la información al paciente, se 
encontró en primera instancia que la Corte Suprema de Justicia al dictar las 
sentencias en el periodo 2014-2019 fundamenta los lineamientos generales 
del CI en la Ley de Ética Médica, el Decreto 3380 de 1981 y la Resolución 
13437 de1991.  
 
Es importante resaltar como principal conclusión que solo en un fallo de la 
muestra analizada, SC 7110-2017, el magistrado ponente Luis Armando 
Tolosa Villabon desarrolla ampliamente el concepto del CI. En primer lugar, 
analiza el principio de beneficencia en el cual el médico debe dirigir toda su 
actuación en pro del bienestar del paciente, hace énfasis en la exigencia del 
consentimiento informado en las intervenciones en el cuerpo del individuo 
garantizando el respeto a la dignidad y autonomía personal, y desarrolla el 
fundamento del CI no solo en normas de carácter nacional, sino su soporte 
en la normativa internacional de DDHH.  
 
En segundo lugar, estructura las características de la información dada al 
paciente: cierta, comprensible y en un lenguaje claro, clasificando la tipología 
del CI en cualificado, sustituto o simple. En tercer lugar, la conexidad con la 
dignidad humana, el derecho fundamental a la salud y el derecho a la 
información.  
 
Finalmente, se reitera en la sentencia que el consentimiento informado ha 
sido elevado a principio autónomo, lo cual es relevante en su interpretación 
al ser ponderado con otros principios constituciones en defensa de derechos 
fundamentales, en especial en las intervenciones sanitarias realizadas sin 
permiso del individuo, constituyendo una instrumentalización contraria a la 




ponderación con otras reglas y derechos al momento de resolver el conflicto 
de responsabilidad médica. 
 
Por lo anterior, el CI se puede definir como un acuerdo de voluntades, un 
proceso de diálogo, un acto de habla, en el cual el médico brinda la 
información y el paciente decide sobre su proyecto de vida, cuya finalidad es 
promover la autonomía del individuo y la racionalidad al tomar una decisión. 
El CI instrumentaliza lo acordado en la relación médico-paciente, y puede 
exteriorizarse de manera expresa, tácita o solemne (pacientes sometidos a 
investigación, oposiciones a transfusiones de sangre, trasplantes de 
órganos, VIH, cirugías de alta complejidad).  
 
Otra de las conclusiones evidencia que en cuanto a las sentencias 
absolutorias, el 55% tiene como núcleo esencial la tipología de riesgos. Se 
determina en aquellos casos en que el daño sea producto de riesgos propios 
o naturales de la intervención médica ofrecida, toda vez se cumple el deber 
de información y por ello se exime de responsabilidad civil médica al no estar 
precedido por una conducta culposa del profesional. 
 
De otra forma, la Corte Suprema de Justicia ha reiterado en su 
Jurisprudencia que aun si existe omisión en el deber de información sobre 
riesgos inherentes a la intervención sanitaria, y esta no es la causa necesaria 
en la producción de un daño a la salud, como señala la SC5641-2018, no se 
declara responsable al médico solo por una incorrecta elaboración del 
consentimiento informado o falta de suministro de la información; solo se 
podría deducir como un indicio en contra del profesional demandado, sin 
configurar así el nexo de causalidad entre el daño producido y la ausencia 
de información por riesgos inherentes. 
 
En relación con el 45% restante de fallos absolutorios, la Corte eximió de 




del daño e inexistencia de nexo de causalidad entre el daño y la ausencia de 
información. Es importante señalar la deficiencia de los recurrentes al no 
cumplir con la carga procesal de demostrar la omisión del CI, donde a pesar 
de la inexistencia de su otorgamiento en la historia clínica no cumplieron su 
carga probatoria por lo cual no prosperaron los cargos.  
 
Se debe agregar que la implementación y utilización de formatos generales 
se observó insuficiente; para que sea jurídicamente válido y exonere de 
responsabilidad médica debe haber sido sustentado previamente por el 
médico y ser otorgado por una persona autónoma, capaz, exenta de vicios. 
 
En el desarrollo de la investigación se puede concluir que solo el 14% de los 
fallos analizados son condenatorios. Reitera la Corte Suprema de Justicia 
que existe responsabilidad civil médica con fundamento en la ausencia del 
consentimiento informado en cuanto el hecho dañoso sea producto de 
riesgos no informados al paciente, lo cual vulnera su derecho de autonomía 
y le impide poder decidir de manera libre y consciente.  
 
En este sentido, las vulneraciones al deber de información por parte del 
equipo médico han dado lugar a condenas a médicos tratantes, entidades e 
instituciones prestadoras de salud por violación al CI, dando lugar a resarcir 
a la víctima o sus familiares todos aquellos perjuicios patrimoniales y 
extramatrimoniales causados. La Corte ha enfatizado que en todo acto 
médico se debe cumplir con el CI para garantizar el derecho al libre 
desarrollo de la personalidad, dignidad, libertad y salud del paciente.  
 
Concluyendo, en la investigación se pudo determinar, conforme a la 
jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia durante el periodo 2014-2019, 
que el CI en el acto médico exime de responsabilidad en la mayoría de los 
casos a los profesionales, siempre y cuando informen de todos aquellos 




manifieste de forma autónoma su decisión. En efecto, en asuntos de 
responsabilidad médica los daños ocasionados por la falta de información de 
riesgos inherentes al acto médico no son reparables, salvo que se configuren 




Aunque existen leyes, resoluciones y jurisprudencia en materia de CI, no 
existe regulación específica sobre los lineamientos generales para otorgar el 
Consentimiento Informado, por lo cual se requiere proyectos de ley que 
permitan conocer específicamente los requisitos, formalidades, así como las 
acciones tendientes a garantizar su correcto cumplimiento, como deber de 
los médicos tratantes y entidades prestadoras del servicio de salud. Con el 
propósito de evitar la configuración de responsabilidad civil médica por 
ausencia de información, así como garantizar el derecho a la dignidad 
humana y autonomía del paciente. 
 
Por otra parte, que el Ministerio de Salud y Protección Social, dentro del 
marco de sus funciones, adopte todas las medidas pertinentes para que se 
cumplan los protocolos y parámetros establecidos para diligenciar el CI, 
teniendo en cuenta el desarrollo jurisprudencial de las Altas Cortes en la 
materia, investigando y sancionando a las entidades prestadoras de salud 
que incumplan su observancia y aplicación. 
 
Para terminar, el equipo médico legitima su actividad con autorización 
genérica del paciente como cumplimiento a su deber de informar, sin cumplir 
en todos los casos con el grado de exigencia de acuerdo con la naturaleza 
del tratamiento sanitario respectivo en cada caso, razón por la cual es 
recomendable que los galenos en cumplimiento de su lex artix, y en la 
práctica asistencial, instruyan e informen a los pacientes teniendo en cuenta 




dar la información, otorgando elementos de juicio que garanticen la libre 
autodeterminación de las personas en todos aquellos tratamientos y 
procedimientos que involucren la integridad física y psíquica de los 
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